
DERECHO DE PETICIÓN/ Vulneración por ausencia de respuesta

“(…) es un hecho indiscutido que el demandante elevó la petición de que da cuenta en su demanda; también, que la misma fue trasladada al Batallón Especial Energético Vial No. 9 de Orito (Putumayo), por parte del Ejecutivo y Segundo del Batallón de A.S.P.C No. 27 `Simona de la Luz Duque Alzate´, por razón de competencia, pues, nada se rebatió, ni desvirtuó por parte de aquella entidad, finalmente destinataria, sobre ese particular. Además, es claro que pasado un término considerable, superior al previsto en la ley para dar oportuna respuesta desde cuando se arrimó a ese batallón especial la solicitud de expedición de copias auténticas de documentos y de asignación de citas para valoración de pérdida de capacidad laboral, nada se le ha resuelto, ni informado del porqué de esa demora. Es más, ni siquiera ante este estrado se brindó alguna explicación sobre el particular.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-404 de 2015. 
   



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo  

Pereira, abril veintiuno de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00415-00
Acta Nro. 181 de abril 21 de 2016
Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Ismael Alexánder Jiménez Chapal, contra el Batallón Especial Energético Vial No. 9 de Orito (Putumayo), a la que fue vinculado el Ejecutivo y Segundo del Batallón de ASPC No, 27 “Simona de la Luz Duque de Alzate”.
  



ANTECEDENTES




Ismael Alexánder Jiménez Chapal, en su propio nombre, inició esta acción de tutela contra el Batallón Especial Energético Vial No. 9 con sede en Orito (Putumayo), en aras de obtener la protección de los derechos fundamentales que nominó como: “Dignidad Humana, Fines esenciales del estado, La constitución es norma de normas, Derechos inalienables, Igualdad, Derecho de Petición, Debido Proceso” (sic).
  Expuso, en resumen, que por medio de derecho de petición enviado a través de la empresa de mensajería “Servientrega” el día 7 de diciembre de 2015, solicitó al Batallón ASPC No. 27 Simona de la Luz Duque Alzate, la expedición de unos documentos en copia auténtica; el 11 de diciembre de 2015, esa entidad, por parte del Ejecutivo y Segundo del Batallón, le informó que su solicitud fue remitida por competencia al Batallón Especial Energético Vial No. 9 de Orito (Putumayo), para lo cual se le anexó copia del oficio de remisión respectiva; pero han transcurrido más de 2 meses sin obtener respuesta clara, precisa y de fondo, con la entrega de los documentos solicitados y los demás trámites pertinentes para su examen de egreso y calificación de pérdida de capacidad.
 



Así las cosas, solicitó que se le ordene al Batallón Especial Energético Vial No. 9, darle respuesta a su solicitud.  

  



Con la demanda, aportó copias, entre otras, del derecho de petición, de la respuesta aludida sobre traslado de la solicitud y oficio con destino al ente accionado.
 



Se le dio trámite a la demanda con la vinculación del Ejecutivo y Segundo del Batallón de ASPC No, 27 “Simona de la Luz Duque de Alzate”, y se concedió término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa; ninguno de los interesados se pronunció.
CONSIDERACIONES

  



Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos.

En este caso, Ismael Alexánder Jiménez Chapal, trata de poner a salvo los derechos arriba señalados. Para la Sala, en el estado actual de cosas, la situación se centra en el de petición, como quiera que afirma que no ha obtenido respuesta a la solicitud elevada desde el pasado 7 de diciembre, relacionada con obtención de copia auténtica de algunos documentos y de citas para obtención de ficha médica y valoración para calificación de pérdida de capacidad laboral.
Con esa precisión, dígase que el citado derecho se garantiza no solo con la implementación de normas que desarrollen el contenido constitucional, sino con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; esto es, una respuesta que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario; que respete los límites temporales que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, al margen del sentido de la respuesta, esto es, que sea favorable o desfavorable, pues de lo contrario ningún efecto produciría.

  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte  Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:
13. El artículo 23 Constitucional establece que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular”. Las autoridades están en la obligación frente al ciudadano de dar una respuesta clara, de fondo y oportuna. La jurisprudencia de esta Corporación ha decantado también la responsabilidad de las entidades públicas respecto de la información que deben suministrar a los administrados, cuando estos hacen uso del derecho de petición.

14. En Sentencia T-1089 de 2001
, la Corporación sintetizó las reglas básicas que rigen el derecho de petición y las obligaciones derivadas de este, así: (i) el derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión, (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido, (iii) la respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario, (iv) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita, (v) este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine y (vi) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud.
 



Descendiendo al caso concreto, es un hecho indiscutido que el demandante elevó la petición de que da cuenta en su demanda; también, que la misma fue trasladada al Batallón Especial Energético Vial No. 9 de Orito (Putumayo), por parte del Ejecutivo y Segundo del Batallón de A.S.P.C No. 27 “Simona de la Luz Duque Alzate”, por razón de competencia, pues, nada se rebatió, ni desvirtuó por parte de aquella entidad, finalmente destinataria, sobre ese particular. Además, es claro que pasado un término considerable, superior al previsto en la ley para dar oportuna respuesta desde cuando se arrimó a ese batallón especial la solicitud de expedición de copias auténticas de documentos y de asignación de citas para valoración de pérdida de capacidad laboral, nada se le ha resuelto, ni informado del porqué de esa demora. Es más, ni siquiera ante este estrado se brindó alguna explicación sobre el particular.
Lo anterior, por tanto, se traduce en el resquebrajamiento alegado en la demanda con relación al derecho de petición, pues no hay que andar demasiado para concluir que se ha sobrepasado el término de 15 días de que trata el artículo 14 de la Ley 1755 de 2011 para dar a conocer al interesado lo pertinente.
 Esa omisión, dará lugar a que se ampare el derecho y, como consecuencia de ello, se dispondrá que el Teniente Coronel Jorge Raúl Ochoa Mateus, Comandante del Batallón Especial Energético Vial No. 9 de Orito (Putumayo), o quien haga sus veces o delegue para el evento, proceda, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo a dar respuesta al actor, de la petición que le fuera trasladada, en el mes de diciembre de 2015, por parte de Ejecutivo y Segundo del Batallón de ASPC No, 27 “Simona de la Luz Duque de Alzate”, relacionada con expedición de copias auténticas de documentos y asignación de citas para proceso de pérdida de capacidad laboral.
 



Se absolverá al vinculado dentro del asunto, como quiera que no se desvirtuó el hecho de haber cumplido con lo de su cargo en el trámite de la solicitud radicada en sus dependencias por el accionante.

   



En los términos del artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se enviará copia de esta actuación a la Procuraduría General de la Nación, para que se determine si en este caso se pudo incurrir en falta disciplinaria. 
 



DECISIÓN  

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo al derecho de petición, impetrado por Ismael Alexánder Jiménez Chapal contra el Batallón Especial Energético Vial No. 9 de Orito (Putumayo).
En consecuencia, se ordena al Teniente Coronel Jorge Raúl Ochoa Mateus, Comandante del Batallón Especial Energético Vial No. 9 de Orito (Putumayo), o quien haga sus veces o delegue para el evento, que proceda dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, a dar respuesta al demandante, de la petición que le fuera trasladada, en el mes de diciembre de 2015, por parte del Ejecutivo y Segundo del Batallón de ASPC No, 27 “Simona de la Luz Duque de Alzate”, Mayor Towahrd Enrique Hernández Mariño, relacionada con expedición de copias auténticas de documentos y asignación de citas para proceso de pérdida de capacidad laboral.
  



De tal gestión, se informará a este despacho.    




 



Se absuelve al Ejecutivo y Segundo del Batallón de ASPC No, 27 “Simona de la Luz Duque de Alzate”.
  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, si no es impugnada.

Para los efectos previstos en el artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se dispone remitir copia de la actuación a la Procuraduría General de la Nación.  

Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone el archivo del mismo, sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                         DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� Sentencia T-404 de 2015


� MP. Manuel José Cepeda. En esta providencia la Corte estudió el caso de un ciudadano que mediante derecho de petición había solicitado al ISS se le informara sobre requisitos y procedimientos para acceder a la pensión de invalidez o en su defecto, sobre la indemnización sustitutiva. El ISS no dio respuesta a dicha solicitud. La Corte ordena a la entidad que, en un término de 48 horas, dé respuesta a las pretensiones del actor.





